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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, dieciocho (18) de mayo de dos mil veinte (2020)
Tipo de Proceso:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - TRIBUTARIO
Demandante:

PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS 
Demandada:
DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA
Radicado:
     
05001 33 33 001 2017 00516 00
Tema:
Impuesto sobre vehículos automotores
Decisión: 

Accede parcialmente a las pretensiones de la demanda.
Sentencia n°          

	Tema: Impuesto sobre vehículos automotores, falta del hecho generador del tributo por hurto.


La señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS por conducto de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaura demanda en contra del DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:

I. PRETENSIONES
Se declare la nulidad de los actos administrativos resolución 2017060000137 del 03 de enero de 2017 expedida por el Tesorero General del Departamento, Resoluciones 2016030044820 del 11 de marzo de 2016, 2016060079391 del 30 de septiembre, Resolución 20160660092699 del 09 de Septiembre de 2016 y 2017060051900 del 13 de marzo de 2017 expedida por la Subsecretaria de Hacienda del Departamento y Resolución 201500322478 del 15 de diciembre de 2015, no demuestra una proporción, real y adecuada motivación.

A título de restablecimiento solicita que la exoneración de los impuestos generados desde el 2007 hasta la fecha por concepto de impuesto vehicular.
Solicita se condena en costas a la entidad demandada.

2. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA
Como sustento fáctico de sus pretensiones, la parte actora expuso:

1- Señala que el vehículo de placas FCP-173 propiedad de la señora Paola Andrea Escobar Vanegas fue hurtado el día 6 de marzo de 2009. 
2- Que dicho delito de hurto fue investigado por la Fiscalía, bajo el SPOA 053606100303200900228, quien certifico el día 9 de noviembre de 2015 la no recuperación del vehículo de placa FCP-173. 

3- Por medio de la resolución 201100044821 del 30 de noviembre de 2011 la directora de Rentas Departamentales, impuso al actor sanción por no declarar rentas vehiculares del automotor de placa FCP-173 de los periodos gravables 2007, 2008 y 2010. 
4- El día 13 de noviembre de 2015 la actora radica ante Rentas Departamentales, copia de la denuncia del hurto del vehículo de placa FCP-173 y constancia de la Fiscalía 276 local de Itagüí de la no recuperación. Además, solicito liquidación del impuesto vehicular por los periodos gravables 2007 y 2008 y condonación de lo adeudado desde el año 2009 hasta la fecha.
5- el 11 de marzo de 2016 responde el Departamento mediante acto 2016030044820 y niega la condenación de impuestos vehiculares e invita a realizar el pago de los tributos desde el año 2007 a la fecha. 

6- Por ello la actora interpone recurso de reposición. Solicita a la administración tener en cuenta el denuncio ante la Fiscalía del hurto y le sean condonado los impuestos.
7- La administración mediante resolución 2016060079391 del 30 de septiembre de 2016, ratifica la negativa. La actora interpone recurso de Apelación.
8- Se resuelve el recurso de apelación mediante radicado 201606092699 del 9 de noviembre de 2016, el cual ratifica la negativa. 
9- La resolución 2017060000137 del 3 de enero de 2017, confirma la decisión del acto 2016060092771 del 9 de septiembre de 2016 y ordena continuar con el cobro coactivo.  

10- Además por medio de la resolución 2016060043025 del 14 de mayo de 2016 se impone liquidación aforo, sanción por no declarar los años gravables 2011, 2012, 2013 y 2014.
11- El actor interpone el recurso de reconsideración e informa el hurto del vehiculo sufrido en marzo de 2009.

12- Se resolvió el recurso de reconsideración mediante n° 2017060051900 del 13 de marzo de 2017, el cual confirma la liquidación aforo y sanción.

13- El actor interpone tutela, la cual fue conocida y fallada por el Juzgado 28 administrativo oral de Medellín mediante radicado 05-001-33-33-028-2017-00124-00; sentencia de tutela conocida por el Tribunal Administrativo de Antioquia quien modifica los numerales PRIMERO y SEGUNDO del fallo impugnado, en el sentido de aclarar que se protege el derecho fundamental al debido proceso y confirma el resto del fallo. 

14- Informa que ha solicitado la cancelación de la matricula vehicular, pero no ha sido posible por tener saldos pendientes de pago.
3. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Inexistencia de una real y adecuada motivación además de falta de proporcionalidad al momento de la expedición del acto administrativo:

Infiere que los actos administrativos acusados adolecen de veracidad y tienen indebida motivación de carácter administrativo, imponiendo una carga sobre la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS, la cual no le es atribuible a su consentimiento conforme el artículo 138 del CPACA Ley 1437 de 2011, toda vez que de manera correcta y a los días de haberse presentado el hurto de su vehículo con placas FCP-173, presentó la respectiva denuncia ante autoridad competente Fiscalía General de la Nación, siendo esta la responsable de investigar el hecho y expedir constancia de no recuperación del vehículo y que fue dada el día 09 de noviembre de 2015.
Por tanto, la cancelación de la licencia del vehículo con placas FCP-173, que fue de propiedad de la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS, se hacía necesario un trámite por parte de las entidades públicas.  Como lo establecen los siguientes:

“Código Nacional de tránsito, Ley 769 de 2002, ARTÍCULO 40. CANCELACIÓN. La licencia de tránsito de un vehículo se cancelará a solicitud de su titular por destrucción total del vehículo, pérdida definitiva, exportación o reexportación, hurto o desaparición documentada sin que se conozca el paradero final del vehículo, previa comprobación del hecho por parte de la autoridad competente. 
En cualquier caso, el organismo de tránsito reportará la novedad al Registro Nacional Automotor mediante decisión debidamente ejecutoriada. 
PARÁGRAFO. En caso de destrucción, debe informarse al Ministerio de Transporte de este hecho para proceder a darlo de baja del registro automotor. En ningún caso podrá matricularse un vehículo nuevamente con esta serie y número”. 
“RESOLUCIÓN 0012379 DE 2012 del Ministerio de transporte en el Artículo 16. Procedimiento y requisitos. Verificada la inscripción del usuario en el sistema RUNT, para realizar la cancelación de la matrícula de un vehículo ante los organismos de tránsito se deberá observar el siguiente procedimiento y cumplir con los requisitos que el mismo exige: 
9. Si la solicitud de cancelación de matrícula está originada por pérdida definitiva, hurto o desaparición documentada. El organismo de tránsito requerirá al usuario la presentación de la denuncia instaurada ante la autoridad competente por el hurto del vehículo y la certificación expedida por autoridad judicial, que constate que se desconoce el paradero final del vehículo. 
El tiempo que debe trascurrir desde la denuncia instaurada por la pérdida del vehículo, para que se declare pérdida definitiva es de un (1) año.”
Así las cosas no es razonable ni proporcional que al Departamento de Antioquia, por medio de comunicado con radicado 201500486152 dirigido a la Dirección de Rentas Departamentales donde se le notifica y hace entrega de documentos (Copia de denuncia y Constancia de no recuperación del vehículo por parte de Fiscalía 276 Local de Itagüí), este realizando un cobro por vigencias en las cuales la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR no tenia en posesión material su vehículo, perdiendo la calidad de Poseedora y/o Propietaria del bien en cuestión, toda vez que consecuencia del hurto del cual fue víctima perdió también los derechos propios que tiene toda persona sobre sus bienes tales como uso, goce y disposición del mismo.

4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA

Dentro del término de traslado, el Departamento de Antioquia solicita se nieguen las pretensiones de la demanda

Invoca que unos hechos son ciertos o parcialmente ciertos y realiza precisiones y otros no son ciertos.
Tiene como fundamentación fáctica y jurídica de defensa los siguientes:
Como primera medida invoca que la señora Paola Andrea Escobar Vanegas, según se desprende del certificado la demandante es propietaria desde el 18 de julio de 2006 del vehículo con placa FCP173, registrado en la Secretaria de Movilidad del Municipio de Envigado y ha sido única propietaria. 

Vehículo con características principales del rodante se tiene: Clase campero, marca Chevrolet, carrocería cabinado campero, linea Grand Vitara 5P, color Azul Nocturno, Modelo 2006, estado del vehículo hurtado o desaparición, servicio particular, soportado el mismo documento como dirección de residencia la carrera 34 No. 40C sur 39 de Envigado, Antioquia. 

Por ello, el Departamento de Antioquia tuvo como sujeto pasivo del impuesto sobre vehículos automotores a la señora Escobar Vanegas, hasta el momento de la cancelación de la matrícula, es decir, hasta el 22 de junio de 2017, quien tiene cuenta pendiente de pago por dicho concepto las vigencias fiscales desde el año 2007 hasta 2017. 

El fundamento legal de este tributo es la ley 488 de 1998, la cual en su articulo 140 establece que el hecho generador del tributo lo constituye la propiedad o posesión de los vehículos gravados, siendo el sujeto pasivo del mismo propietario o poseedor del automotor. Una vez matriculado el vehículo. según el artículo 144 de la misma ley, se causará el impuesto el primero de enero de cada vigencia fiscal. 

"Articulo 144. Causación. El impuesto se causa el I a de enero de cada año. En el caso de los Vehículos automotores nuevos. el impuesto se causa en la techa de solicitud de la inscripción en el registro terrestre automotor que deberá corresponder con la techa de la fractura de velita o en la techa de solicitud de internación." 

Ahora bien, de conformidad con la Ley 769 de 2002, por medio de la cual se expidió el Código Nacional de Tránsito Terrestre, se estableció que todo vehículo automotor, autorizado para circular por el territorio nacional, debe ser inscrito ante el organismo de transito correspondiente en el Registro Nacional Automotor que lleva el Ministerio de Trasporte; bajo este parámetro, son las oficinas de tránsito, las obligadas a administrar y llevar el registro de la información de los vehículos inscritos en el Departamento de Antioquia y a su vez, de suministrar esta información a la Dirección de Rentas Departamentales, tal como lo establece el artículo 199 de la ordenanza 29 de 2017 del Estatuto de Rentas del  Departamento de Antioquia y para la vigencia de la petición de condonación de la demandante Ordenanza 62 de 2014. 

En consecuencia, todas las actuaciones que se realizan desde la Dirección de Rentas del Departamento de Antioquia que están relacionadas con el impuesto sobre vehículos automotores, conforme la información que brindan las diferentes oficinas de tránsito. 

Es necesario indicar que los contribuyentes tienen la obligación de sufragar el impuesto liquidado en la declaración privada o determinada por la administración DE ANTIOQUIA dentro de los plazos señalados para tal efecto, deber que no ha sido atendido la contribuyente Escobar Vanegas. Quien presenta todas las vigencias adeudadas por concepto de Impuesto Vehicular para el Departamento de Antioquia. 

Precisa que la omisión en el trámite de registro, repercute directamente en la causación del impuesto. Mientas el vehículo se encuentre registrado en el organismo de tránsito a nombre de dicha persona el se causará y se le cobrará a esa persona de conformidad con los 140, 142 y 144 de la Ley 488 de 1998 en concordancia con la Ley 769 de 2002. 

Por consiguiente, independiente del destino que corra el vehículo, la administración tributaria solo puede reconocer como responsable de la obligación fiscal, incluyendo las sanciones e intereses que se generen a quien aparece inscrita como propietaria en el certificado de tradición del vehículo, mientras no se registre un nuevo propietario o alguna novedad que afecte su estado. 

Concluye que la Dirección de Rentas del Departamento de Antioquia no se encuentra facultada para modificar el registro del vehículo del cual una persona determinada figuro como propietaria. No obstante, se le informa que de conformidad con la Resolución 22290 del 22 de junio de 2017, expedida la secretaria de Movilidad de Envigado, se inscribió en el aplicativo SAP del Departamento de Antioquia y en la base de datos de vehículos Antioquia, la cancelación de la matrícula del vehículo registrado con placa FCP173, por lo tanto, a partir de junio de 2017, no será objeto de cobro del referido gravamen, pero continuará adeudando las vigencias fiscales causadas. 

Manifiesta que la Asamblea Departamental es el encargado de CONDONAR IMPUESTOS por sus facultades constitucionales y legales, y es la que establece los periodos por los cuales se pueden otorgar dichos beneficios. 

Para el caso bajo estudio, en el año 2012 la Asamblea Departamental expidió la Ordenanza No, 24 de octubre 2012, la cual tuvo vigencia hasta el 02 de agosto de 2015, y en la que se ordenó entre otras, las siguientes disposiciones. 

"ARTÍCULO PRIMERO: Los propietarios, poseedores, tenedores o el representante de los herederos del propietario inscrito de vehículos automotores que han sufrido pérdida definitiva de su automotor, como consecuencia de hurto…, Y ha transcurrido un lapso de 10 años sin conocer de su destino final y poseen sentencia declarativa y estimatoria, proferida por Juez competente, podrán solicitar a la Dirección de rentas- Secretaria de hacienda departamental, el reconocimiento de la Condonación del valor del impuesto, sanciones e intereses de mora, a partir de la vigencia fiscal siguiente a la ocurrencia de los hechos. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Para obtener el beneficio el propietario, poseedor, tenedor, debe acreditar ante la Secretaria de Hacienda los documentos probatorios del hurto.

ARTICULO TERCERO: Una vez aprobada la solicitud de condonación por de la Dirección de Rentas, el proyecto de ordenanza se radicará en la Asamblea Departamental, en el cual se identificarán plenamente todo los beneficiaros que hayan cumplido con la totalidad de los requisitos dentro de los tres meses anteriores a cada periodo ordinario de sesiones. 

ARTÍCULO CUARTO: Una vez resuelta la situación tributaria que pesa sobre el automotor, canceladas al fisco departamental las sumas a que haya lugar por parte del contribuyente; queda obligado a tramitar la cancelación del registro en la oficina de tránsito correspondiente, dentro de los 90 días hábiles siguientes la publicación de la Ordenanza, como requisito indispensable para recibir el beneficio tributario que se concede.”
Aduce que, la convocante, señora Paola Andrea Escobar Vanegas radicó el día 13 de noviembre de 2015 derecho de petición solicitando la condonación de los impuestos del vehículo de placas FCP 173, por lo adeudado desde el año 2009 hasta la fecha, argumentando como causal el hurto del vehículo, para lo cual aportó la constancia de no recuperación del mismo de la fiscalía 276 de Itagüí; dicha solicitud se elevó por fuera de la vigencia de la ordenanza 24 de 2012, razón por la cual no era posible jurídicamente  acceder a su solicitud. 

Invoca la LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO los cuales gozan de plena validez, puesto que los mismos se expidieron de conformidad a los preceptos legales y constitucionales para el caso concreto. Actos administrativos se encuentran en firme, pero el proceso administrativo de Cobro Coactivo se encuentra suspendido por fallo de tutela, en el cual se ordenó: “SEGUNDO En consecuencia SE ORDENA al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA suspender el procedimiento administrativo de cobro coactivo adelantado en contra de la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS respecto de las vigencias 2009 a 2014 del impuesto vehicular departamental.”
Igualmente, por ser un asunto tributario, no es susceptible de conciliación.
Propone como EXCEPCIONES:
1. caducidad 
2. legalidad del acto 
3. inexistencia de la obligación
4. prescripción
5. cualquier otra excepción
5. TRÁMITE.

El medio de Control fue presentado el día 25 de septiembre de 2017, se admitió el 26 de septiembre de 2017, se notificó a la parte demandada, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. La accionada otorgo replica a la demanda dentro del término otorgado. Una vez lo anterior se procedió a otorgar el traslado de excepciones y por auto del 27 de septiembre de 2018 se fijó fecha y hora para la audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, la cual se celebró el 10 de octubre de 2018 donde se solicitaron pruebas para resolver las excepciones previas; posteriormente continuo con la audiencia inicial el día 30 de octubre de 2018, donde se resolvió la Caducidad (no se accedió) y se accedió a la falta de legitimación en la causa por pasiva frente el Municipio de Envigado, el Tribunal Administrativo de Antioquia en providencia del 25 de junio de 2019 confirmo la decision de no declarar probada la caducidad. Por auto del 16 de julio de 2019 se fijó fecha para continuar con la audiencia inicial la cual se celebró 5 de noviembre de 2019 en la misma se integraron las pruebas al proceso y se otorgó traslado a las partes para allegaran los alegatos de conclusión por el termino de 10 días, dentro del cual las partes presentaron sus escritos de alegatos.

6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Se corrió traslado a las partes para que allegaran por escrito sus alegatos de conclusión, registrándose las siguientes intervenciones:

Parte demandante -folios 241 a 242-. El apoderado judicial de la parte demandante, en el escrito de alegatos de conclusión, ratificó los argumentos presentados en el escrito de demanda, solicita se acceda a las súplicas de la demanda.

Parte demandada. -folios 239 a 240-. La apoderada judicial de la parte demandada, en el escrito de alegatos de conclusión, ratificó los argumentos presentados en el escrito de contestación, solicita se nieguen las pretensiones.
Ministerio Publico. No presenta concepto.

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

A. EL PROBLEMA JURÍDICO:

Corresponde al despacho determinar, si los actos administrativos acusados de ilegalidad, falsa motivación y violación debido proceso, contentiva en las Resoluciones 2017060000137 del 03 de Enero de 2017 expedida por el Tesorero General del Departamento, Resolución 2016030044820 del 11 de Marzo de 2016, 2016060079391 del 30 de Septiembre, Resolución 20160660092699 del 09 de Septiembre de 2016 y 2017060051900 del 13 de Marzo de 2017 expedida por la Subsecretaria de Hacienda del Departamento y Resolución 201500322478 del 15 de Diciembre de 2015, se ajusta o no a derecho. 

B. EL ASUNTO DE FONDO EN LA PRESENTE ACCIÓN:
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 1° y 4º artículo 155 y en el numeral 8 artículo 156 del CPACA.  

- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA la demandante al considerarse afectada con los actos administrativos atacados y por PASIVA, la entidad accionada pues emito los actos enjuiciados. Además, ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través de sus apoderados judiciales debidamente constituidos. 

-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 170 y 171 siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: la demanda fue interpuesta dentro de los términos oportunos y se resolvió la excepción de caducidad en audiencia del 30 de octubre de 2018 (fls.220 y 221).
-  Agotamiento de los recursos. Se encuentran debidamente agotados, conforme lo establecen los artículos 74 y S.s. y 161 del CPACA.

C. MARCO JURÍDICO Y JURISPRUDENCIAL:

Las generalidades del Impuesto sobre vehículos automotores, emprende desde la Ley 488 de 1998 reglada por los artículos 140 a 150, que disponen:

Impuesto sobre Vehículos automotores.

“ARTICULO 140. HECHO GENERADOR. Constituye hecho generador del impuesto, la propiedad o posesión de los vehículos gravados.
ARTICULO 141. VEHICULOS GRAVADOS. Están gravados con el impuesto los vehículos automotores nuevos, usados y los que se internen temporalmente al territorio nacional, salvo los siguientes:

a) Las bicicletas, motonetas, y motocicletas con motor hasta de 125 c.c. de cilindrada;

b) Los tractores para trabajo agrícola, trilladoras y demás maquinaria agrícola;

c) Los tractores sobre oruga, cargadores, mototrillas, compactadoras, motoniveladoras y maquinaria similar de construcción de vías públicas;

d) Vehículos y maquinaria de uso industrial que por sus características no estén destinados a transitar por las vías de uso público o privadas abiertas al público;

e) Los vehículos de transporte público de pasajeros y de carga.

(…)
ARTICULO 142. SUJETO PASIVO. El sujeto pasivo del impuesto es el propietario o poseedor de los vehículos gravados
ARTICULO 143. BASE GRAVABLE. Está constituida por el valor comercial de los vehículos gravados, establecido anualmente mediante resolución expedida en el mes de noviembre del año inmediatamente anterior al gravable, por el Ministerio de Transporte.

Para los vehículos que entran en circulación por primera vez, la base gravable está constituida por el valor total registrado en la factura de venta, o cuando son importados directamente por el usuario propietario o poseedor, por el valor total registrado en la declaración de importación.

(…)” (Negrita del despacho)
Con lo anterior, el Legislador otorgo a los Departamentos una amplia autonomía para adoptar o no el tributo. 

la Corte Constitucional ha señalado que ni los Departamentos, ni los Municipios ejercen una soberanía tributaria absoluta, por cuanto es el legislador quien establece las reglas básicas del tributo y sobre esa base las Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales establecen qué actividades y como gravar el impuesto, amén de las directrices que sobre el mismo se impongan, basándose en los PRINCIPIOS DE UNIDAD y de AUTONOMÍA en materia de facultades impositivas. 

Ahora bien, la Ordenanza No. 062 de 2014 expedida por la Asamblea Departamental de Antioquia, vigente para el periodo gravable 2014, establece en sus artículos 161 a 176 el referido Impuesto Vehicular, sucesivo: 

“ARTICULO 161. AUTORIZACIÓN LEGAL. El fundamento legal de este tributo es la Ley 488 de 1998.
ARTICULO 162. El impuesto sobre vehículos automotores sustituyó a los impuestos de timbre nacional sobre vehículos automotores, cuya renta se cede, y al de circulación y tránsito. 
ARTICULO 163. SUJETO ACTIVO. La renta del impuesto sobre vehículos automotores, corresponderá al Departamento de Antioquia y a los municipios, en las condiciones y términos establecidos en el presente estatuto. 


ARTICULO 164. SUJETO PASIVO. El sujeto pasivo del impuesto es el propietario o poseedor de los vehículos gravados.
ARTICULO 165. HECHO GENERADOR. Constituye hecho generador del impuesto, la propiedad o posesión de los vehículos gravados.
ARTICULO 166. VEHÍCULOS GRAVADOS. Están gravados con el impuesto los vehículos automotores nuevos, usados y los que se internen temporalmente al territorio nacional.
(…)
ARTICULO 174. ADMINISTRACIÓN Y CONTROL. La administración, recaudo, 
fiscalización, liquidación, discusión, cobro, devoluciones y la facultad sancionatoria del impuesto sobre vehículos automotores, es de competencia del Departamento de Antioquia. 

ARTICULO 175. TRÁMITES EN LOS ORGANISMOS DE TRÁNSITO. Las autoridades 
de tránsito se abstendrán de autorizar y registrar cualquier trámite que se surta al interior de los mismos relacionado con un automotor gravado con el impuesto sobre vehículos, hasta tanto se anexe el certificado de pago del impuesto sobre vehículos automotores. 

PARÁGRAFO. Las autoridades de tránsito que no den cumplimiento oportuno a las 
obligaciones impuestas en este artículo, responderán solidariamente con el 
contribuyente por el pago de los impuestos, intereses y sanciones a que haya lugar, a menos que se compruebe la existencia de alteración o falsificación en los documentos por parte del contribuyente. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias de conformidad con lo establecido en la Ley 734 de 2002. 
ARTICULO 176. BASE DE DATOS. Las oficinas de tránsito pertenecientes a los 
municipios del Departamento de Antioquia, deberán suministrar la información completa de los registros de los vehículos de su jurisdicción. Así mismo, están obligados a informar dentro de los diez (10) primeros días de cada mes a la Dirección de Rentas, todas las novedades relacionadas con este impuesto. 

El reporte de información deberá contener los siguientes datos: 

a. Nombre e identificación del propietario o poseedor del vehículo. 

b. Dirección completa del propietario inscrito. 

c. Número de la placa.
d. Marca del vehículo. 

e. Línea. 

f. Cilindraje. 

g. Modelo. 

h. Novedad (Traspaso, cancelaciones, re matriculas, radicaciones, cambio de servicio, cambio de carrocería, matriculas iniciales, blindaje) 

PARÁGRAFO. El incumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo dará lugar a la imposición de la sanción por no enviar información, consagrada en el artículo 337 del presente Estatuto.” (Negrita del despacho)
D. DESARROLLO DEL PROBLEMA: 

Sobre la nulidad por falta del debido proceso de los actos administrativos    contentivos en resolución 2017060000137 del 03 de enero de 2017 expedida por el Tesorero General del Departamento, resolución 2016030044820 del 11 de marzo de 2016, 2016060079391 del 30 de septiembre, resolución 20160660092699 del 09 de septiembre de 2016 y 2017060051900 del 13 de marzo de 2017 expedida por la Subsecretaria de Hacienda del Departamento y resolución 201500322478 del 15 de diciembre de 2015.
Del material probatorio allegado por las partes, se establece que la Señora Paola Andrea Escobar Vanegas fue propietaria del vehículo de placa FCP173 desde el día 18 de julio de 2006
 y el día 6 de marzo del año 2009 fue víctima del delito de hurto del automotor
.

Igualmente se tiene como prueba la tutela interpuesta por la actora en su integralidad; conocida por el Tribunal Administrativo de Antioquia en sentencia de tutela de segunda instancia, proferida por la Magistrada Ponente Adriana Bernal
 quien estudio y concedió de forma inmediata y transitoria según el artículo 8° del Decreto 2591 de 1991, el presente caso. Amparando el derecho fundamental al debido proceso, en los siguientes términos:
“PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental al debido proceso de la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS, de acuerdo a lo motivos expuestos en la parte considerativa de esta providencia.

SEGUNDO: En consecuencia, SE ORDENA al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA suspender el procedimiento administrativo de cobro coactivo adelantado en contra de la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS respecto de las vigencias 2009 a 2014 del Impuesto Vehicular Departamental.

Este amparo se concede de MANERA TRANSITORIA en aplicación al artículo 8° del Decreto 2591 de 1991. Por lo tanto, la orden permanecerá vigente durante el término que la autoridad judicial competente demore para decidir de fondo sobre la legalidad de los actos administrativos que ordenan el pago del citado tributo. En todo caso la afectada deberá ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en un término máximo de cuatro (4) meses a partir del fallo de tutela. De no hacerlo, cesarán los efectos de este fallo de tutela. 

La demandante allegará prueba al expediente de lo exigido en este numeral.

No obstante, la actora deberá cancelar el impuesto de los años 2007 y 2008, toda vez que en dicho período el vehículo estuvo en su poder.”

Igualmente confirma los demás numerales de la sentencia de tutela de primera instancia, proferida por el Juzgado 28 administrativo Oral de Medellín, los cuales ordenan:

“TERCERO: Se ORDENA a la SECRETARIA DE MOVILIDAD del Municipio de Envigado, Antioquia que, dentro de los 15 días siguientes a la notificación del presente fallo, inicien las actuaciones correspondientes para la cancelación de la matricula del vehículo de placas FCP-173, por la causal de hurto. 
CUARTO: Se ORDENA al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA y a la SECRETARIA DE MOVILIDAD DEL MUNICIPIO DE ENVIGADO, ANTIOQUIA, que informe a este despacho del total acatamiento de la orden impartida en la presente decisión, tal como lo establece el articulo 27 del decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Se ORDENA a la señora PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS que informe a este despacho judicial, si una vez vencido el termino otorgado a las entidades accionada y vinculada, no han procedido de conformidad con la orden judicial aquí dictada.
(…)”

Con lo anterior, el Juez Constitucional comprobó vulneración al derecho fundamental al debido proceso, planteamiento que comparte en integridad esta Juez Natural. 
Por ello, se plantea desde nuestra Corte de cierre el concepto del debido proceso
, estipulado el artículo 29 de la Constitución Política, donde implica la obligación de la administración y de los Jueces de observar a plenitud las formas propias de cada actuación y juicio y, la posibilidad de que el administrado pueda controvertir las actuaciones que puedan perjudicarle o sobre las cuales esté en desacuerdo.

Como se ha expuesto por las partes, en hechos ocurridos el 6 de marzo de 2009
, mediante un hurto la actora fue despojada del vehículo de su propiedad; acudió a la Policía Nacional – estación Itagüí y denuncio el delito el día 10 de marzo de 2009
. La fiscalía 276 local de Itagüí certifico el 9 de noviembre de 2015 la no recuperación del vehículo. Posteriormente presento en la oficina de Rentas Departamentales copia de la denuncia y la no recuperación del vehículo por hurto del cual fue víctima, con el propósito de que en el futuro no le fueran cobrados los impuestos relacionados con la propiedad del automotor, radicado 201500486152 del 13 de noviembre de 2015.
 

Sin embargo, el Departamento de Antioquia en diferentes actuaciones omite el denuncio realizado y la no recuperación del vehículo, continuando con el trámite administrativo, en el sucesivo orden:
La Dirección de Rentas Departamentales inicio el proceso sancionatorio a la actora mediante Resolución No. 201100044821 del 30 de noviembre de 2011, no declarar el impuesto vehicular de las vigencias 2007, 2008 y 2010. 

Igualmente, por medio de la Resolución 201500322478 del 15 de diciembre de 2015, la misma dependencia sanciona a la demandante por no declarar el tributo de los periodos 2011, 2012, 2013 y 2014. Y ratifica la decisión en resolución del Recurso de Reconsideración n° 2017060051900 del 13 de marzo de 2017.
A su vez la Secretaría de Hacienda del Departamento de Antioquia profirió la Resolución No. 2016060043025 del 14 de mayo de 2016, con Liquidación Oficial de Aforo de los años gravables 2011, 2012, 2013 y 2014.

Se observa según pruebas allegadas al expediente, que la actora elevó diversos derechos de petición ante el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA donde informa la pérdida total del vehículo automotor por hurto, que no es objeto del cobro. Peticiona la condonación del impuesto vehicular por la no tenencia debido al hurto y solicita la prescripción del pago del impuesto vehicular respecto de los periodos fiscales 2007, 2008, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014.
Peticiones que se negaron, así: 

la Subsecretaria Financiera en oficio No. 2016030044820 del 11 de marzo de 2016, negó la solicitud de condonación del impuesto, porque que la norma que regulaba el tema era la Ordenanza No. 24 de 2012, la vigencia terminó el día 18 de agosto de 2015. Contra lo decidido la demandante presentó los recursos de reposición y apelación los cuales fueron atendidos desfavorablemente, recurso de reposición n° 2016060079391 del 30 septiembre de 2016 y recurso de apelación n° 20160660092699 del 9 de noviembre de 2016.
La Tesorería General del Departamento de Antioquia, en resolución No. 2016060092771 del 9 de septiembre de 2016, negó la solicitud de prescripción dentro del proceso tributario de cobro coactivo correspondiente a las vigencias 2007, 2008, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014, por la competencia temporal de la administración para realizar el cobro y la liquidación de aforo quedó ejecutoriada el 14 de julio de 2016. Y ratifica la decisión en resolución del Recurso de reposición n° 2017060000137 del 3 de enero de 2017.
Concluyendo de la extensa actuación administrativa la reiteración del pago de los impuestos del vehículo por los años gravables 2007 a 2014 a la parte actora y establece que la denuncia y soporte de la fiscalia 276 local de Itagui de no recuperación del vehículo automotor de placa FCP173 no es suficiente para cancelar las actuaciones administrativas de cobro y hasta que no cancele la licencia de tránsito (matricula) en el Tránsito Municipal en el cual se encentra inscripto el rodante, la persona que figure como propietario, deberá cumplir con todas las obligaciones formales y sustanciales que se derivan del tributo, en su calidad de sujeto pasivo del mismo. 

Sobre este tema ha considerado la Corte Constitucional en sentencia T-489 de 2004 que la actuación del administrado en caso de hurto vehicular es realizar la denuncia ante las autoridades competentes y estas deberán tener coordinación y cooperación con las demás entidades públicas por medio de un sistema que permita suspender o poner fin a las obligaciones tributarias, derivadas del derecho de propiedad que legalmente continúa detentando sobre un bien que materialmente ha salido de su órbita de posesión. 

Del estudio de las normas aplicables a la situación planteada por la demandante, se establece que la administración departamental, ha actuado en el presente caso de forma omisiva ante el hecho probado del hurto del vehículo FCP-173
 y las reiteradas comunicaciones del contribuyente en aducir que los impuestos vehiculares desde el año 2009 al 2014 se han generado sin existir el vehículo por cuanto el mismo le fue hurtado desde el mes de marzo del año 2009; causal que no ha merecido pronunciamiento por parte del Departamento de Antioquia en sus decisiones.

Por consiguiente, teniendo en cuenta los preceptos vigentes en materia de impuestos sobre automotores. Así, la ley 488 de 1998, por la cual se expidieron normas en materia tributaria y fiscal para entidades territoriales, en el capítulo VII –Impuestos sobre vehículos automotores -, artículos 140, 142 y 144, establece:


“ARTICULO 140. HECHO GENERADOR. Constituye hecho generador del impuesto, la propiedad o posesión de los vehículos gravados.

(…)

ARTICULO 142. SUJETO PASIVO. El sujeto pasivo del impuesto es el propietario o poseedor de los vehículos gravados

(…)

ARTICULO 144. CAUSACION. El impuesto se causa el 1o. de enero de cada año. En el caso de los vehículos automotores nuevos, el impuesto se causa en la fecha de solicitud de la inscripción en el registro terrestre automotor, que deberá corresponder con la fecha de la factura de venta o en la fecha de solicitud de internación”.

 
De esta disposición se establecen las obligaciones tributarias de la actora Paola Andrea Escobar Vanegas respecto del impuesto sobre el vehículo que le fue adquirido en el año 2006
, hurtado en el año 2009 y no recuperable por las autoridades; el tributo se genera el 1º de enero de cada anualidad debido a que ante la administración departamental de impuestos aparece registrado como propietario del vehículo de placa FCP-113, matriculado en el municipio de Envigado, departamento de Antioquia, en particular esta situación fenece por falta del hecho generador para los años 2009 a 2014, puesto que no está dentro de la esfera de su propiedad.
Esta falladora no se pronunciará frente los cobros del impuesto vehicular de los años gravables 2007 y 2008, en el sentido que el Juez de tutela
 ya se decidió dichas vigencias y ordeno el pago, así: “No obstante, la actora deberá cancelar el impuesto de los años 2007 y 2008, toda vez que en dicho período el vehículo estuvo en su poder.”
 

Por consiguiente, el impuesto sobre vehículos automotores generados a la actora en relación con el vehículo de placa FCP173 de los años gravables 2009 a 2014 se desvirtúan, según los lineamientos de la Corte Constitucional y la Ley, se obtiene la cancelación de la matricula vehicular o suspensión del cobro del fisco; con la copia de la denuncia instaurada por el hurto del vehículo
, pago del impuesto por la totalidad del año gravable
 y la respectiva solicitud por escrito
.

Acciones probadas dentro del presente proceso y omitidas en la resolución de los actos administrativos demandados, generando con ello la cancelación de la matrícula del automotor, con anterioridad a la fecha en que se causa el impuesto en cada vigencia, es decir para los años 2009 a 2014. Empero la administración departamental no realizo dicha gestión de cancelación en su debido tiempo, solo se observa la cancelación de dicha matricula en cumplimiento de la acción de tutela, es decir para el año 2017
por parte del Secretario de Transito de Envigado. 

Reitera esta Juez, la observación de la Corte Constitucional
 “ante la falta de coordinación y de cooperación entre las autoridades públicas, en general, las dependencias del Estado encargadas de dar trámite a esta clase denuncias penales, donde deben disponer de un sistema que permita a la víctima del delito conocer desde el comienzo los trámites que debe adelantar a efecto de poner fin a las obligaciones tributarias, derivadas del derecho de propiedad que legalmente continúa detentando sobre un bien que materialmente ha salido de su órbita de posesión”. Esto con el fin de solucionar los conflictos originados en la ausencia de información a los propietarios de los vehículos hurtados en pro de la eficacia administrativa. 

   

Así las cosas, la actuación administrativa del DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA en el tramite sancionatorio y de cobro coactivo con la contribuyente Paola Andrea Escobar Vanegas fue vulnerado ante la falta del derecho al debido proceso, como ya se expuso y adicionalmente la Corte Constitucional ha señalado
:

“Las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes: “(i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.” Subrayas intencional.
De conformidad con lo enunciado y lo plasmado en el artículo 742 del Estatuto Tributario Nacional, regula el comportamiento que debe tener la administración antes de asignarle al contribuyente el acto administrativo sancionatorio e imponerle cargas tributarias sin tener en cuenta todas pruebas reales en pro del fisco
Artículo 742. Las decisiones de la administración deben fundarse en los hechos probados.
La determinación de tributos y la imposición de sanciones deben fundarse en los hechos que aparezcan demostrados en el respectivo expediente, por los medios de prueba señalados en las leyes tributarias o en el Código de Procedimiento Civil hoy Código General del Proceso, en cuanto éstos sean compatibles con aquellos.

Por lo señalado, esta Juez acoge los criterios señalados por la Constitución, ley y lineamientos de la Corte Constitucional y Consejo de Estado, con el fin de señalar la falta de posesión del vehículo automotor de placa FCP173 a nombre de la actora, desde el año 2009 a la fecha y en consecuencia la falta del hecho generador del tributo por motivo del hurto denunciado ante la respectiva autoridad, motivo por el cual no se puede exigir su declaración y pago respecto el impuesto sobre el vehículo automotor enunciado para los años gravables 2009 y siguientes, por lo anterior esta falladora declarará la nulidad de los actos administrativos demandados.
Reiterando que la actora deberá cancelar el impuesto vehicular de los años 2007 y 2008, toda vez que en dicho período el vehículo estuvo en su poder y era la real propietaria. 
Por lo expuesto, el Juzgado se relevará del estudio de los demás cargos invocados por demostrarse la violación al debido proceso, y declarará la nulidad de los actos administrativos demandados, estos son resolución 2017060000137 del 03 de enero de 2017 expedida por el Tesorero General del Departamento, resolución 2016030044820 del 11 de marzo de 2016, 2016060079391 del 30 de septiembre, resolución 20160660092699 del 09 de septiembre de 2016 y 2017060051900 del 13 de marzo de 2017 expedida por la Subsecretaria de Hacienda del Departamento y resolución 201500322478 del 15 de diciembre de 2015. 
A título de restablecimiento del derecho, declarará que la parte demandante PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS no es sujeto pasivo del impuesto sobre vehículos automotores en relación con el vehículo de placa FCP173 por el año gravable 2009 y siguientes, por carecer del hecho generador del tributo por motivo del hurto denunciado ante la respectiva autoridad. 
5.- LA CONDENA EN COSTAS.

En aplicación de lo dispuesto por el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, norma que abandonó el antiguo sistema subjetivo de condena en costas, basado en la conducta o comportamiento de la parte vencida, acogiendo un modelo eminentemente objetivo, en el cual la razón de la condena en costas, surge por el simple hecho de ser resueltas desfavorablemente las pretensiones o argumentos de defensa, se condena en costas al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA las cuales serán liquidadas por la Secretaría del Despacho, una vez en firme esta providencia, para lo cual se fija como agencias en derecho en primera instancia, de conformidad con el Acuerdo 1887 de 2003 artículo 6 numeral 3.1.2. Inciso 2, emanado de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, un salario mínimo legal mensual vigente, al momento de la ejecutoria de la presente providencia. 

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de los actos administrativos contenidos en la resolución 2017060000137 del 03 de enero de 2017 expedida por el Tesorero General del Departamento, resolución 2016030044820 del 11 de marzo de 2016, 2016060079391 del 30 de septiembre, resolución 20160660092699 del 09 de septiembre de 2016 y 2017060051900 del 13 de marzo de 2017 expedida por la Subsecretaria de Hacienda del Departamento y resolución 201500322478 del 15 de diciembre de 2015.
SEGUNDO: A título de restablecimiento del derecho, declarará que la parte demandante PAOLA ANDREA ESCOBAR VANEGAS no es sujeto pasivo del impuesto sobre vehículos automotores en relación con el vehículo de placa FCP173 por el año gravable 2009 y siguientes, por carecer del hecho generador del tributo por motivo del hurto denunciado ante la respectiva autoridad.
Se Reitera que la actora deberá cancelar el impuesto vehicular de los años 2007 y 2008, toda vez que en dicho período el vehículo estuvo en su poder y era la real propietaria.

TERCERO: SE CONDENA EN COSTAS AL DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, las cuales serán liquidadas por la secretaría del despacho, una vez en firme esta providencia, para lo cual se fija como agencias en derecho en primera instancia, de conformidad con el acuerdo 1887 de 2003 artículo 6 numeral 3.1.2. inciso 2, emanado de la sala administrativa del consejo superior de la judicatura, el equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente a la ejecutoria de esta providencia, conforme lo indica el artículo 188 DEL CPACA.
CUARTO: Désele cumplimiento a la sentencia en los términos del inciso 4 del artículo 187 y los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

QUINTO: La presente decisión se notificará conforme lo dispone el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011 y contra la misma, procede el recurso de apelación, en el efecto suspensivo, ante el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, el cual podrá interponerse y sustentarse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A. Advirtiendo que conforme al acuerdo PCSJA20-11549 7/05/2020 “por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplía sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o apelación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo superior de la Judicatura lo disponga. 
SEXTO: ARCHÍVESE el expediente una vez este en firme la presente decisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
ORIGINAL FIRMADA

OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZ
� Fecha de la matrícula del vehículo


� Según denuncia presentada por ante la Fiscalía 276 local de Itagüí


� Tribunal Administrativo de Antioquia, sentencia de tutela del 8 de mayo de 2017 - segunda instancia radicado 05001333302820170012401


� El Consejo de Estado en sentencia del 17 de marzo de 2010 con ponencia de la Doctora RUTH STELLA CORREA PALACIO, explicó: “En síntesis, el debido proceso elevado en nuestro ordenamiento jurídico a la categoría de derecho constitucional fundamental, en sus manifestaciones de principio de legalidad, juez natural, presunción de inocencia, derechos de contradicción, audiencia y defensa, aplicación de la Ley preexistente, observancia de las formas de cada juicio, valoración razonable de la prueba, inocencia-entre otros-, es una garantía para los sujetos e intervinientes en cualquier actuación judicial o administrativa que, a su vez, obliga a los funcionarios judiciales y a las autoridades administrativas a respetarlos y asegurar su plena vigencia en la solución de cualquier conflicto o asunto judicial o administrativo (…)”


� Proceso penal SPOA 053606100303200900228 – folio 14


� Folio 9 a 11


� Folio 14


� Folio 13


� Folio 41 a 50 vuelto


� Denuncia obrante a folio 9 a 11


� El juez de tutela en providencia del 8 de mayo de 2017, folio 42 a 50


� Peticiones reiteradas por parte de la actora a la administración en proceso de cobro coactivo. 


� Resolucion n° 22290 del 22 de junio de 2017, autoriza cancelar la matricula por hurto del vehiculo de placas FCP173.


� Sentencia T-489 de 2004


� Sentencia T-051 de 2016.
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